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			PRÓLOGO A LA EDICIÓN ESPAÑOLA 


			

			 



			¿TIENE CATALUÑA DERECHO A LA SECESIÓN? 


			

			 



			La fecha elegida para la publicación de la edición española de Secesión indica que los editores creen que el marco analítico de mi libro puede arrojar algo de luz sobre la actual demanda de secesión de Cataluña. Pienso que así es, y me alegra poder aprovechar esta oportunidad para explicar por qué. Agradezco poder examinar los aspectos éticos de los argumentos relativos a la independencia de Cataluña, ya que considero que presenta implicaciones trascendentales, no sólo para Cataluña y España, sino también para Europa y el mundo. 


			En primer lugar, es importante contextualizar el movimiento independentista catalán. Tiene lugar en un mundo en el que la secesión es cada vez más factible y deseable, al menos para los secesionistas. Dos acontecimientos fundamentales ocurridos en la época posterior a la segunda guerra mundial han posibilitado la aparición de estados mucho más pequeños: un régimen de seguridad internacional centralizado formalmente en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas que incluye una norma sorprendentemente eﬁcaz contra las guerras entre estados; y la expansión de los mercados más allá de las fronteras estatales, llevada a cabo a nivel global por la Organización Mundial del Comercio y, desde un punto de vista regional, por la Unión Europea. En el pasado, los estados pequeños resultaban inviables o, como mínimo, inseguros, ya que eran presa fácil para los más grandes y sus mercados nacionales eran insuﬁcientes para que hubiese crecimiento económico. Ahora que esas limitaciones al tamaño de los estados se han eliminado en gran medida, al menos por lo que respecta a un futuro inmediato, se plantea la pregunta de si unidades soberanas más pequeñas resultarían ventajosas y para quién. Al ﬁn y al cabo, las fronteras estatales existentes no son fruto de una planiﬁcación racional o del consenso democrático; son accidentes históricos que surgieron de procesos que, en su mayor parte, distaban mucho de ser aceptables desde un punto de vista moral.  


			Los argumentos a favor de plantearse seriamente la posibilidad de la existencia de unidades soberanas más pequeñas se ven respaldados por el Principio de Subsidiariedad, según el cual las tareas gubernamentales que se realizan más eﬁcazmente desde el ámbito local deberían ser responsabilidad de las autoridades locales. En el contexto europeo, este principio ha sido utilizado con el ﬁn de determinar los límites funcionales adecuados entre las instituciones de la UE y las nacionales y, concretamente, para impedir que las primeras invadan excesivamente las competencias de las últimas. No obstante, la base del principio no limita su aplicación a esto. Si la base es que, en igualdad de condiciones, un gobierno a menor escala probablemente es más democrático y sensible a las preferencias de sus componentes, resulta arbitrario aﬁrmar que el Principio de Solidaridad sea aplicable únicamente a la división del trabajo entre los estados y las instituciones regionales. Los argumentos a favor de replantearse las fronteras estatales, por tanto, no se basan únicamente en consideraciones prácticas acerca del incremento de la seguridad y de una mayor libertad de mercado; también tienen sentido desde el punto de vista de los valores democráticos ya que, al menos en algunos casos, la democracia funciona mejor a menor escala. 


			Algunos secesionistas catalanes han invocado valores democráticos para reivindicar su causa, apuntando que si una mayoría de catalanes quiere la independencia, el respeto a la democracia exige que les sea concedida. Sin embargo, esto es demasiado precipitado. La noción correcta de democracia no es la del puro y simple gobierno de la mayoría en todos los asuntos, grandes y pequeños, sino más bien la de democracia constitucional, la cual incluye restricciones inter alia al gobierno de la mayoría bajo la forma de derechos individuales y disposiciones constitucionales diseñadas para garantizar que la voluntad de la mayoría no haga quebrar la propia democracia.  


			Existen dos objeciones democráticas fundamentales para apelar a los valores democráticos como justiﬁcación de la secesión mediante un plebiscito local. En primer lugar, si la secesión fuese así de sencilla, se correría el riesgo de que la amenaza de la misma fuese utilizada como instrumento de negociación estratégica para minar la toma de decisiones democrática. Al amenazar de manera creíble con abandonar el estado, una minoría podría, en la práctica, ejercer un veto siempre que los procedimientos democráticos pudiesen producir un resultado no deseado por ella. En segundo lugar, para que la democracia funcione, lo razonable es que los ciudadanos esperen que exista reciprocidad; tienen que tener la seguridad de que si hoy pierden, mañana ganarán, y tienen que tener suﬁciente conocimiento sobre sus conciudadanos y sobre sus valores y preferencias para predecir que también ellos aceptarán los resultados de los procedimientos democráticos. Si los límites del sistema de gobierno fuesen demasiado inciertos, es decir, si pudiesen crearse nuevos estados cada vez que se formase una mayoría en una zona de un estado existente, los ciudadanos no gozarían de la garantía de reciprocidad necesaria porque, en tal caso, sería impredecible saber quiénes son sus conciudadanos. El apoyo a la democracia requiere un capital social —la conﬁanza en el proceso democrático y en los conciudadanos—, lo cual, a su vez, signiﬁca que los límites del estado y, por tanto, la pertenencia a la comunidad política, deben ser relativamente estables. La mera secesión mediante plebiscito local es incompatible con dicha estabilidad.  


			Por tanto, no existe un argumento sencillo basado en la democracia a favor de la justiﬁcación de la secesión de Cataluña. Más adelante, sin embargo, apuntaré que el compromiso con la democracia bien entendida sí exige que España se muestre dispuesta bien a dar cabida a un estatus autonómico más sólido y estable para Cataluña, o bien a pactar una secesión negociada. No obstante, antes de plantear los argumentos a favor de esto, resulta útil exponer las características principales del debate genérico sobre la moral de la secesión. 


			Podemos empezar con algunas sencillas distinciones que serán explicadas en detalle a medida que avance el libro. En primer lugar, debemos distinguir entre secesión y autodeterminación. El objetivo de los secesionistas es la plena independencia, el establecimiento de un nuevo estado soberano en una parte del territorio de un estado existente. (El caso del irredentismo, en el cual la población de un estado trata de separarse de un estado existente e incorporarse a un estado vecino en lugar de crear uno nuevo, debería más bien denominarse separatismo para distinguirlo de la secesión). La autodeterminación política de un grupo de personas puede lograrse mediante un número indeﬁnido de acuerdos políticos distintos, de los cuales la independencia sería el más extremo. Al referirme a acuerdos de autodeterminación menos extremos que la independencia utilizaré el término «regímenes autonómicos intraestatales». Hay que evitar caer en la falacia de que la aﬁrmación de que un pueblo tiene derecho a la autodeterminación implica que está legitimado para llevar a cabo la secesión. Como argumentaré, existe una conexión entre el derecho a gozar de un régimen autonómico intraestatal y el derecho a la secesión, pero no es tan sencilla. 


			En segundo lugar, debemos distinguir la secesión consensuada de la no consensuada. El actual primer ministro del Reino Unido ha declarado públicamente que si la mayoría de escoceses opta por la independencia en un referéndum, el gobierno británico ofrecerá su colaboración para que se lleve a cabo una secesión negociada. De manera parecida, en 1997 el Tribunal Supremo de Canadá dictó un fallo que señalaba el camino de la secesión de la provincia de Quebec, de conformidad con procedimientos constitucionales. Otro ejemplo anterior de secesión consensuada es el de la separación de Noruega de Suecia en 1905. En el caso típico de secesión consensuada, los principales problemas éticos hacen referencia al carácter del proceso de la secesión; qué tipo de mayoría debería ser necesaria para poner en marcha el ejercicio del derecho y cuáles deberían ser los términos del acuerdo de liquidación del «divorcio político» (cómo deberían dividirse los activos y las deudas). 


			Desgraciadamente, muchos casos de secesión no han sido consensuados, sino polémicos y han conllevado una enorme violencia. Existen dos posturas ﬁlosóﬁcas principales sobre cuándo un grupo tiene un derecho no consensuado a la secesión, el derecho a la secesión a pesar de que el estado no esté de acuerdo con que se independice: (1) Teorías del Derecho Corrector y (2) Teorías del Derecho Fundamental. Las teorías del derecho corrector del derecho no consensuado a la secesión sostienen que un grupo tiene derecho a la secesión únicamente si padece alguna grave injusticia por parte del estado y han fracasado los intentos razonables para reparar dicha injusticia. Este tipo de teoría niega la existencia de un derecho fundamental a la secesión unilateral; en lugar de ello, el derecho a la secesión surge como remedio ante la vulneración de otros derechos.  


			Las teorías del derecho fundamental son de dos tipos: nacionalistas y plebiscitarias. Las teorías nacionalistas sostienen que cada nación puede, por el hecho de serlo, reivindicar de manera contundente su propio estado, y que esta reivindicación equivale a un derecho, a menos que existan factores compensatorios en cada caso concreto. Hay dos objeciones fundamentales a las teorías nacionalistas del derecho fundamental, dejando de lado el problema de desarrollar una deﬁnición coherente y ampliamente aceptada de lo que se considera nación. En primer lugar, si la presunta reivindicación de una nación a tener su propio estado se interpreta de manera enérgica, es decir, como un contundente derecho prima facie, interpretando de manera restrictiva los factores compensatorios, esta teoría, en caso de aceptarse, supondría un pasaporte a una gran inestabilidad política y a la violencia, ya que prácticamente todos los estados contienen más de una nación. En cambio, si la reivindicación se interpreta de manera más débil, permitiendo una serie signiﬁcativa de factores compensatorios, será difícil saber cuándo una nación tiene derecho a la independencia. Dado que son conscientes de lo peligroso que sería un derecho absoluto a la independencia de todas las naciones, la mayoría de partidarios de la teoría nacionalista han defendido la postura más prudente de que las naciones pueden «reivindicar contundentemente» la independencia. Sin embargo, dado que no han determinado cuándo esa reivindicación equivale a un derecho, sus teorías no proporcionan demasiada orientación práctica. En segundo lugar, en principio sería plausible decir que toda nación tiene derecho a la autodeterminación, p ero esto no equivale en absoluto a decir que toda nación tiene, por el mero hecho de serlo, derecho a la independencia. 


			Las versiones plebiscitarias de las teorías del derecho fundamental no exigen que los secesionistas constituyan una nación, sea cual sea la deﬁnición de la misma. En lugar de ello, sostienen que cualquier grupo que constituya una mayoría en alguna parte de un estado ostenta el derecho a la secesión siempre y cuando (i) pueda realizar las funciones básicas exigibles a los gobiernos legítimos y (ii) su secesión no provoque que el «estado restante» sea incapaz de realizar esas mismas funciones. Los defensores de la teoría plebiscitaria acostumbran a basar este presunto derecho de un grupo en el derecho individual de sus miembros a la asociación política. Existen tres objeciones a las teorías plebiscitarias. En primer lugar, está la diﬁcultad apuntada anteriormente con respecto a deducir precipitadamente la independencia por decisión de la mayoría a partir de la democracia: Admitir la secesión por decisión mayoritaria dentro de una región permite a una minoría ejercer un derecho de veto de facto sobre decisiones democráticas que no son de su agrado, y puede resultar incompatible con el tipo de estabilidad de las comunidades políticas que exige el capital social que la democracia necesita. En segundo lugar, las teorías plebiscitarias basan el derecho a la secesión no consensuada en el derecho del individuo a la asociación política, pero esto es inadecuado. La secesión no consiste únicamente en formar un nuevo grupo político; es tomar parte del territorio  de un estado existente. Por tanto, no podemos dar por sentado que la suma de varios derechos individuales a la asociación política genere un derecho a la secesión. Si los defensores de las teorías plebiscitarias alegan que cada individuo tiene derecho a la asociación política cuyo ejercicio con otros genera un derecho a la soberanía territorial sobre la tierra que ocupa el grupo, es que han pasado por alto el tema: han dado por sentada la misma conclusión que se supone que están defendiendo. En el resto de este libro desarrollaré los argumentos en contra de las teorías nacionalista y plebiscitaria del derecho a la secesión no consensuada. Por ahora, quiero centrarme en el tipo de teoría que considero más plausible, la del derecho corrector. 


			Las diferentes teorías del derecho corrector reconocen una serie más extensa o más reducida de injusticias que dan origen al derecho a la secesión. El enfoque más reducido reconoce únicamente las violaciones masivas de derechos humanos fundamentales. Mi propia versión de la teoría del derecho corrector reconoce cuatro tipos distintos de injusticia: (i) anexión injusta del territorio de un estado soberano, (ii) violaciones a gran escala de derechos humanos fundamentales, (iii) redistribución discriminatoria continuada y grave (distribución de los recursos del estado que perjudica de manera injusta a una región determinada), y (iv) vulneración por parte del estado de las obligaciones del régimen autonómico intraestatal o la negativa continuada a negociar una forma de autonomía intraestatal adecuada. 


			Desde un punto de vista intuitivo, la primera injusticia, la anexión injusta, es una posible «causa justa» de la secesión no consensuada. En tales casos, los secesionistas simplemente reclaman que se corrija una injusticia; aspiran a reinstaurar su propia soberanía. La complicación, desde luego, radica en lo que he denominado problema de la ley moral de limitaciones. ¿Hasta dónde deberíamos remontarnos para dar satisfacción a la demanda de reparación? Prácticamente todos los estados existentes, incluidos los más democráticos y respetuosos con los derechos humanos, tienen tras de sí una historia de anexiones injustas. En el caso de Cataluña, la anexión por parte de la España castellana tuvo lugar hace tres siglos. Cualquier principio moral general según el cual la secesión estaría justiﬁcada si sirviese para recuperar un territorio anexionado injustamente, que se remontase tan atrás en el tiempo, resultaría inaceptable. Provocaría una inestabilidad política masiva y, casi con toda seguridad, una violencia generalizada. También considero que es relativamente indiscutible que los catalanes no están sufriendo violaciones de sus derechos humanos fundamentales por parte del Estado Español. De manera que me centraré en la aplicabilidad del tercer y cuarto tipo de injusticias en el caso de Cataluña. Esto es razonable, ya que, por lo que he podido determinar, las razones más comúnmente alegadas a favor de la independencia catalana en el debate actual son que esta parte de España padece lo que denomino redistribución discriminatoria, y que el gobierno español se ha negado por un lado a concederle las reivindicaciones razonables de autonomía intraestatal y, por otro, no ha cumplido con los acuerdos autonómicos. 


			La acusación de redistribución discriminatoria se expresa a menudo de manera retóricamente dramática y tal vez exagerada con el lema «España nos roba» (de manera parecida, una canción protesta vasca dice que «la vaca del estado tiene la boca en el País Vasco y las ubres en otro sitio»). Quienes alegan esto a veces pasan por alto el hecho de que en prácticamente todos los estados comprometidos con el bienestar de la totalidad de sus ciudadanos habrá una considerable redistribución entre regiones. Si la política ﬁscal del estado conlleva un régimen tributario progresivo y algunas regiones son más ricas que otras, se producirá un «déﬁcit ﬁscal» en algunas de ellas, un ﬂujo de ingresos neto hacia el gobierno central. A menos que rechacemos la idea misma del estado del bienestar, debemos aceptar la redistribución, y cabe esperar que algunas regiones aporten más de lo que reciben. La verdadera cuestión es determinar cuándo la redistribución es injusta o discriminatoria. En el actual debate sobre la independencia de Cataluña no se ha prestado demasiada atención a este tema. 


			Algunos defensores de la independencia de Cataluña aportan datos que demuestran que Cataluña paga más y recibe menos que algunas regiones más ricas. Si esto es cierto, hay que explicar algunas cosas. En igualdad de condiciones, la redistribución dentro del estado debería ser progresiva y coherente. De lo contrario, la reciente negativa por parte del gobierno español a renegociar su política ﬁscal respecto a Cataluña, situada en el contexto de una larga historia de quejas de redistribución discriminatoria, conﬁere mayor peso a la reivindicación de independencia según la versión de la teoría del derecho corrector que sostengo en este libro. Demostrar que la redistribución discriminatoria está teniendo lugar y que es lo suﬁcientemente  grave como para justiﬁcar la respuesta radical de la secesión  unilateral es más difícil de lo que admiten quienes alegan que es lo que está sucediendo en el caso de Cataluña. A mi juicio, un argumento contundente a favor del derecho de Cataluña a la secesión no consensuada puede alegarse sobre la base de que España no ha demostrado buena fe a la hora de responder a las demandas de mayor autonomía intraestatal. 


			Para valorar por qué esto es así, es necesario entender la dinámica de los procesos que conducen a una demanda popular de independencia. Simpliﬁcando, se trata de lo siguiente: un grupo descontento de una parte del estado se moviliza para lograr más control sobre sus asuntos; para incrementar sus competencias de autogobierno. Proponen algún tipo de régimen autonómico intraestatal, no la plena independencia. El estado, o bien ignora sus peticiones o bien les concede cierta autonomía intraestatal, pero en la práctica incumple el acuerdo. En consecuencia, muchos autonomistas se vuelven secesionistas. Entonces, el estado reacciona duramente ante las demandas de independencia y los secesionistas se vuelven todavía más convencidos (y en muchos casos más dispuestos a recurrir a la violencia para alcanzar la independencia). 


			La dinámica es más complicada de lo que sugiere este apunte. En términos de teoría de juegos hay un problema de seguridad de doble cara. Aunque tanto los dirigentes del grupo regional como los del estado consideren inicialmente que la solución de la autonomía intraestatal es mejor que la de la secesión, carecen de la seguridad de que la otra parte vaya a respaldar dicho acuerdo de buena fe. Los autonomistas no estarán dispuestos a renunciar a la demanda de independencia a menos que tengan la certeza de que el estado negociará un acuerdo de autonomía de buena fe y lo respetará. El estado no estará dispuesto a conceder autonomía intraestatal si considera que ello supone el primer paso en una resbaladiza pendiente hacia la secesión. Hay muchos casos en los que los estados han incumplido acuerdos de autonomía y algunos en los que los autonomistas no han cumplido su parte del trato.  


			La cuestión es que ambos bandos tienen razones para desconﬁar. La falta de conﬁanza puede malograr la que, por otra parte, sería una solución satisfactoria: un acuerdo autonómico intraestatal que conceda al grupo regional descontento competencias considerables de autogobierno y, con todo, permita al estado conservar la soberanía sobre la región. Dada la reciente derogación por parte del Tribunal Constitucional español de una serie de disposiciones del nuevo estatuto de autonomía y las intervenciones de España en la política lingüística catalana, es bastante razonable concluir que las perspectivas de un régimen de autonomía viable son poco halagüeñas. En el otro plato de la balanza, resulta bastante razonable que a España le preocupe que, en caso de responder aﬁrmativamente a la demanda de mayor autonomía de Cataluña, a dicha demanda le siga otra y que, al ﬁnal, no le satisfaga nada que no sea la independencia. 


			No veo otra forma de resolver este problema de seguridad bilateral que no sea con la ayuda de una tercera parte independiente capaz de respaldar el proceso de negociación de autonomía intraestatal, de controlar que ambas partes cumplan con los términos del acuerdo y de proporcionar incentivos efectivos para que ambas partes cumplan. En el caso de Cataluña, la candidata evidente es la UE.  


			Al inicio de este prólogo he señalado que no hay una relación causal sencilla entre el compromiso democrático y el derecho a la secesión. Si bien eso es cierto, en el caso de Cataluña un compromiso adecuado con la democracia y con el imperio de la ley conllevaría la disposición a renegociar la autonomía. Quienes se sientan auténticamente comprometidos con la democracia deberían tener en cuenta seriamente las quejas de sus conciudadanos y estar dispuestos a plantearse una nueva división del trabajo en lo tocante a funciones gubernamentales importantes, lo cual incluye la adopción de acuerdos autonómicos intraestatales sustanciales, especialmente si existen pruebas de que el ideal democrático sería más fácil de alcanzar a través de instituciones a menor escala.  


			En mi opinión, las negociaciones relevantes requerirán una solución al problema de la seguridad bilateral. Concretamente, creo que no sería razonable esperar que los autonomistas catalanes se conformasen con acuerdos de autonomía que puedan ser anulados por las resoluciones de un Tribunal Constitucional al que consideran comprometido con una España unitaria y centralista. En pocas palabras, los acuerdos autonómicos intraestatales que pueden ser anulados unilateralmente por una parte, en este caso España, no son un medio plausible para evitar la secesión no consensuada. Si España no está dispuesta a comprometerse realmente con una renegociación de las competencias de autogobierno de Cataluña dentro del seno del estado, ello incrementará los argumentos a favor de un derecho a la secesión no consensuada. Desde el bando catalán, la buena fe debería incluir un compromiso ﬁrme con el estado del bienestar de España, lo que signiﬁca reconocer que cualquier acuerdo autonómico que pueda surgir del diálogo debería ser compatible con el hecho de que Cataluña aporte la parte que le corresponda al sostenimiento del bienestar de todos los afectados. El resto de España podría exigir justiﬁcadamente la seguridad de que una Cataluña con más competencias de autogobierno no las ejercería de manera que perjudicasen el correcto funcionamiento del Estado Español.  


			En un mundo en el que los estados pequeños son cada vez más viables y en el cual tratamos constantemente de encontrar la escala óptima de las instituciones democráticas, España y Cataluña pueden hacer una importante contribución al progreso. Pueden unirse a Canadá y al Reino Unido y demostrar cómo los pueblos democráticos pueden afrontar respetuosamente los problemas de autodeterminación. 
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			Probablemente ninguna cuestión de ﬁlosofía política o de derecho internacional plagada de calamidades indescriptibles ha sido examinada tan parcial y superﬁcialmente como el derecho a la secesión. 
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			Estas palabras fueron escritas en 1886 en un libro que pretendía demostrar la existencia de un derecho constitucional implícito a la secesión en Estados Unidos en la época de la secesión sudista.1 Hoy en día son tan ciertas como lo eran entonces. De Quebec a Lituania y de Ucrania a Azerbaiyán, han surgido nuevos movimientos secesionistas y se han reavivado otros antiguos, sin que parezcan tener ﬁn; y es mucho lo que está en juego. Sin embargo, los pronunciamientos oﬁciales, la cobertura de los medios de comunicación y el discurso de los ciudadanos de a pie sobre estos acontecimientos extraordinarios adolecen de confusión y superﬁcialidad, mientras que las principales ﬁguras de la ﬁlosofía política, actuales y pasadas, permanecen prácticamente mudas en cuanto al tema de la secesión. 


			Ni Platón, ni Hobbes, ni Locke, ni Rousseau, ni Hegel, ni Marx, ni Mill prestaron atención seriamente a la secesión. Cierto es, desde luego, que el tema fue objeto de un acalorado debate por parte de estadistas y expertos en ﬁlosofía política como Webster y Calhoun en Estados Unidos durante el periodo anterior a la guerra civil y después de ésta.2 No obstante, como se demostrará con posterioridad, las peculiaridades de la situación norteamericana delimitaron enormemente el enfoque de la secesión, pero ni siquiera dentro de dichos límites surgieron análisis adecuados y sistemáticos sobre el tema. 


			Una característica especialmente llamativa del actual debate sobre la secesión es su carácter abiertamente moral. Incluso aquellos que tienen a gala presentarse como escépticos morales o realpolitikers, utilizan invariablemente el lenguaje de lo bueno y lo malo cuando hacen referencia a la secesión. Gorbachov dice que la indignación norteamericana ante su oposición a la secesión de Lituania es fruto de la hipocresía, procediendo como lo hace de un país que venera a Lincoln por haber aplastado su propio movimiento secesionista. Los quebequeses reivindican el derecho moral a una sociedad autónoma. Muchos observadores occidentales condenan el discurso secesionista de los azerbaiyanos y los kirguís, aﬁrmando que esos pueblos quieren la independencia para poder cometer atrocidades libremente contra los armenios y otros pueblos. La cuestión no es si el debate sobre la secesión se enmarcará en términos morales. Más bien es la siguiente: ¿es posible desarrollar un marco coherente y esclarecedor para lidiar con los problemas de la secesión en el mundo real? 


			Hay quienes pretenden abstenerse de entrar en el debate moral, rechazando los juicios morales sobre la secesión y otros conﬂictos políticos graves por considerarlos ingenuos, declarando con un petulante suspiro de hastío que es el poder puro y duro el que, como siempre, acabará decidiendo el asunto. El cínico da por sentado que o bien no existe ningún razonamiento moral y que no hay juicios morales, sino tan sólo preferencias subjetivas que se presentan como juicios, o bien que las creencias morales son inservibles desde un punto de vista motivacional, que sólo el ansia de poder determina el comportamiento en el ámbito político. Debo decir, sin embargo, que tales conclusiones pesimistas son exageradas. Es posible plantearse de manera coherente la moralidad de la secesión, y desde un punto de vista moral, algunas posturas ante la secesión son más razonables que otras. La reﬂexión moral sistemática puede proporcionarnos una orientación considerable. Esto es precisamente lo que pretende este libro. El lector determinará si lo consigue o no después de leerlo. 


			Sin embargo, de entrada me gustaría recordarle al cínico que su presunción de que los juicios morales no juegan ningún papel a la hora de determinar realmente lo que hacen los individuos y las naciones es muy improbable a la luz de un hecho muy sencillo: incluso quienes perpetran las más despiadadas injusticias, y especialmente los desvergonzados y hábiles manipuladores de motivaciones, han reconocido la importancia de justiﬁcar moralmente sus acciones. Desde el intento de Julio César de justiﬁcar la invasión de Galia como una medida puramente defensiva, hasta la aﬁrmación de Adolf Hitler de que la conquista es la prerrogativa de la raza superior, tanto tiranos como defensores de la libertad han tratado de justiﬁcar moralmente sus políticas. 


			Ahora bien, si lo que las personas consideran bueno o malo no tiene ningún efecto sobre su conducta, la lucha por alcanzar la excelencia moral que domina invariablemente tanto la política internacional como la nacional, y que se libra cada día en los conﬂictos sobre secesión, carecería de sentido. Si se admite que las creencias morales inﬂuyen efectivamente en el comportamiento y se admite además la aﬁrmación, más bien modesta, de que algunas creencias morales tienen más justiﬁcación que otras, se está en posición de apreciar el intento de tener en consideración la moral de la secesión de manera lúcida, sensible y sistemática y de tomar parte en dicho intento. 


			Cuando me invade el optimismo, me siento tentado de decir que los tres primeros capítulos de este libro presentan una teoría moral de la secesión y que el cuarto utiliza la teoría moral para desarrollar una teoría del derecho constitucional a la secesión. En cierto sentido esto es bastante exacto. En ocasiones, los ﬁlósofos morales emplean el término «teoría» de manera relativamente poco ambiciosa para referirse a cualquier intento serio y mínimamente exitoso de plantearse de forma consciente y autocrítica y de manera sistemática, coherente y basada en principios, lo que deberíamos y lo que no deberíamos hacer en un área determinada de la actividad humana en la que hay que tomar decisiones difíciles. Como mínimo, el concepto de una teoría puede servir de idea orientativa en nuestra investigación; un criterio de rigor, integridad y conocimiento, cuya búsqueda, aun en caso de que ﬁnalmente resulte infructuosa, puede instigarnos a actuar de la mejor manera posible. 


			El concepto de teoría presenta otra ventaja: la evaluación correcta de una teoría siempre es, en última instancia, comparativa. Por lo general, cuando tratamos de decidir si aceptamos o no una teoría, la pregunta pertinente no es «¿explica todos los datos o resuelve todos los problemas?», sino más bien «¿se trata de la mejor teoría disponible?». A la hora de juzgar las opiniones morales aquí expuestas sobre la secesión (tanto si se les otorga el título de «teoría» como si no), la pregunta fundamental no es si solucionan todos o incluso la mayoría de los dilemas morales de la secesión, sino si mejoran de forma signiﬁcativa los planteamientos generales existentes sobre el tema. Al ﬁnal, la única forma de rebatir una teoría de manera concluyente es proponer otra mejor. 


			No obstante, este uso del término resulta arriesgado, especialmente en contextos interdisciplinares, ya que, para algunos, «teoría» tiene connotaciones mucho más elevadas. Tal vez sería prudente decir que este libro plantea un marco moral para el estudio de la secesión que aporta una orientación coherente y razonada ante algunas de las numerosas decisiones difíciles con las que nos encontramos al abordar el tema y que dicho marco puede servir como punto de partida de una teoría de la secesión (en el sentido más ambicioso del término). Sin embargo, si incluso el término «marco» sugiere más integridad y rotundidad  de lo que aquí se aporta, una descripción todavía más humilde del proyecto podría ser: reﬂexiones morales sobre la secesión. 


			La comunidad académica del derecho internacional sostiene opiniones opuestas sobre si existe o en qué condiciones existe un derecho legal a la secesión; y, en ocasiones, casi a su pesar, los expertos en derecho internacional adoptan posiciones morales. No obstante, lo hacen sin examinar de forma sistemática los aspectos morales y a menudo sin establecer una distinción clara entre las cuestiones morales y las legales. En mi opinión, las reﬂexiones aquí recogidas constituyen lo más parecido a una teoría moral de la secesión de la que se puede disponer actualmente. Esto cambiará dentro de poco, no me cabe duda. En cierto modo, esta situación resulta liberadora: alguien suﬁcientemente audaz o insensato puede sumergirse en el tema y tratar de lidiar con los problemas sin ser aplastado por el paralizante peso de la montaña de ideas anteriores que habría que ﬁltrar. Así, el primero en esforzarse en crear una teoría de la secesión verdaderamente sistemática podría sentirse tentado de aﬁrmar: «¡Si mi vista no ha abarcado demasiado es porque he estado subido sobre los hombros de enanos!». Asimismo, los riesgos de hacer el ridículo (o, ya que se trata de un tema moral, de quedar como un sinvergüenza) son consecuentemente mayores. Cuando me siento agobiado ante estos riesgos me consuelo con la esperanza de que el presente volumen será clasiﬁcado —y juzgado— como una de las primeras obras sobre la teoría moral de la secesión. 


			Aunque se trate de una obra pionera, no es una simple reacción a la avalancha de movimientos secesionistas de la Unión Soviética o al resurgimiento del sentimiento secesionista en Quebec o en cualquier otro lugar. Mi interés por la secesión es anterior a esos acontecimientos. Como mucho, los titulares de prensa sobre la secesión me han empujado a emprender, más pronto que tarde, una tarea que llevaba proponiéndome realizar hace años. Mi interés en la secesión proviene de tres fuentes aparentemente no relacionadas entre sí: la gran impresión que me produce la enorme tragedia que supuso la guerra civil norteamericana, mi interés y experiencia personal en la lucha por los derechos humanos en Sudáfrica y mi vacilante amor por el liberalismo como la menos mala de las ﬁlosofías políticas. 


			La reﬂexión sobre los orígenes de la guerra civil norteamericana me ha llevado al convencimiento de que la única justiﬁcación moral irrebatible para oponerse a la secesión sudista era la liberación de los negros, ya que, como se verá, resulta difícil entender que la simple necesidad de «preservar la Unión» pudiese justiﬁcar la pavorosa destrucción de vidas humanas y de propiedades que conllevó. (Uno de cada tres hombres del Sur en edad militar murió en la contienda y el número de soldados de la Unión caídos en la serie de batallas desde Wilderness hasta Cold Harbor entre mayo y junio durante el último año de la guerra, casi igualó al de norteamericanos muertos en Vietnam; además, dos terceras partes de la riqueza del Sur, sin contar la propiedad de esclavos, fue destruida durante la guerra.)3 


			La auténtica tragedia de la guerra civil norteamericana no radica sólo en las enormes pérdidas que comportó, sino en que el único objetivo que podía haberla justiﬁcado no se alcanzó plenamente: la esclavitud fue abolida, pero la tarea de liberar a los afroamericanos quedó sin concluir. Hasta la promulgación de la Civil Rights Act (Ley de Derechos Civiles) de 1964 y de la Voting Rights Act (Ley de Derechos Electorales) de 1965, cien años después del cese de la contienda, los negros del Sur no vieron garantizados algunos de los derechos civiles más fundamentales. De manera que, en cierto sentido, el Sur fue el vencedor de la guerra civil: los blancos del Sur mantuvieron su dominio sobre los negros, desarrollando nuevas formas de racismo que fueron in crescendo hasta llegar a las llamadas Jim Crow Laws, después de que la institución de la esclavitud hubiese sido erradicada por la guerra.4 


			Cualquier estudioso de la guerra civil norteamericana quedará sin duda sorprendido ante el hecho de que en ambos bandos hubiera una profunda ambigüedad moral en relación con por qué se luchaba realmente. Resulta difícil no creer que esta ausencia de claridad moral infectara la paz, reforzando otros factores que condujeron a la falta de coraje a la hora de culminar la tarea de la liberación de los negros. Dado que muchos, quizá la mayoría, de los unionistas creían que el principal objetivo de la guerra, cuando no el único, era preservar la Unión (y que, como dijo el propio Lincoln, la abolición de la esclavitud tenía su justiﬁcación únicamente como medio para alcanzar dicho ﬁn)5 no resulta sorprendente que el compromiso de mejorar las condiciones de vida de los negros fuera decayendo una vez ﬁnalizada la crisis de la desunión. Mi impresión es que, hasta hoy, la mayoría de los estadounidenses no se ha enfrentado como es debido a los problemas morales planteados por la secesión del Sur. 


			Para bien o para mal, la intensidad de las cuestiones de la guerra civil norteamericana se va desvaneciendo con el paso de las generaciones, incluso en el Sur. Por el contrario, la segunda fuente de mi interés en la secesión es una revolución social que está teniendo lugar actualmente: la lucha contra el apartheid. He tenido el privilegio de ser testigo de esta heroica lucha por la liberación de los negros. En 1988 viajé extensamente por Sudáfrica, hablando con diferentes individuos y grupos sobre el papel de las apelaciones legales en la revolución social que tiene lugar en ese bello y trágico país y tratando de poner énfasis desde un punto de vista liberal en los derechos individuales frente a las posturas de la derecha y de la izquierda que los menosprecian. 


			Durante aquella visita me impresionó la tremenda diversidad étnica y política de Sudáfrica. A lo largo de numerosas discusiones acerca de las perspectivas de reforma constitucional y, con el tiempo, de la redacción de una Constitución postapartheid, surgían constantemente dos preguntas: ¿bastaría un marco constitucional de derechos exclusivamente individuales o debería incluirse algún tipo de derechos colectivos?; y ¿habría una única Sudáfrica o el proceso de revolución social tendría como resultado una fragmentación? Estas dos preguntas conﬂuyen en una tercera: ¿debería una Constitución de la Sudáfrica postapartheid incluir el derecho a la secesión? Algunos sudafricanos (negros y blancos) con los que hablé estaban dispuestos a plantearse esta última pregunta. Otros pensaban que el mero hecho de hablar de secesión comportaba el riesgo de debilitar la solidaridad esencial para el éxito de la lucha contra el apartheid. 


			La tercera fuente de mi interés en la secesión es mi permanente intento de comprender el liberalismo y determinar sus fortalezas y sus debilidades. Por «liberalismo» me reﬁero a algo en cierto sentido bastante simple, aunque al mismo tiempo bastante general y amplio: el punto central de la tradición occidental en la ﬁlosofía política comprometido ante todo con los derechos fundamentales civiles y políticos individuales expresados en los documentos históricos de las revoluciones francesa y americana. (He de hacer hincapié en que esta concepción del liberalismo es mucho más básica que una serie de ﬁlosofías políticas que se presentan bajo ese nombre; y no debe identiﬁcarse con cualquiera de sus variantes concretas tales como el «liberalismo» del estado policial contrario al estado social que en Estados Unidos se conoce como libertarismo. De hecho, el «liberalismo», tal como utilizaré el término, no se posiciona hasta el punto de valorar las correctas funciones distributivas o redistributivas del estado.) Me desconcierta que el liberalismo, una ﬁlosofía política que valora fundamentalmente la autodeterminación, premia la diversidad y considera al estado como una creación del hombre para atender a las necesidades humanas y no una deidad o un hecho natural inalterable, tenga tan poco que decir acerca de la secesión. Es más, al evaluar las críticas al liberalismo presentadas por pensadores contemporáneos que se autodeﬁnen como comunitaristas,6 he empezado a pensar de manera más crítica en los derechos individuales que ellos consideran la preocupación exclusiva del liberalismo y a preguntarme si podrían tener cabida derechos colectivos de algún tipo, incluido tal vez el derecho a la secesión. Acontecimientos recientes han planteado la pregunta acerca de si el liberalismo puede dar cabida al imprescindible derecho a la secesión. En muchos casos, los movimientos secesionistas, especialmente en la Unión Soviética, encabezan lo que aparentemente es —o al menos pretende ser— una revolución liberal. 


			Mi problema, por tanto, no era de falta de interés, sino más bien cómo trasladar este interés a una investigación sistemática y fructífera sobre la moral de la secesión y la idea de un derecho constitucional a la misma. Aquí surgió enseguida un conﬂicto de roles. Por un lado, esperaba adoptar la postura ﬁlosóﬁca del criticón, criticar las perspectivas dominantes sobre estos asuntos, exponiendo sin piedad presunciones ocultas, respondiendo a una pregunta con otras dos o más, incrementando la complejidad y haciendo que lo familiar resultase extraño. Desde Sócrates, el criticón ha contribuido de manera valiosa, aunque exasperante, a la sociedad. 


			Por otro lado, el trabajo realizado a lo largo de los años sobre la así llamada ética aplicada, especialmente en la ética de la asistencia sanitaria, me había convencido de que los ﬁlósofos pueden desempeñar un papel más constructivo; que las herramientas de la ﬁlosofía moral, empleadas correctamente, pueden servir de guía en el mundo de las acciones. Sin embargo, el intento de dedicarse a servir de genuina guía de conducta, es decir, a la ética normativa, manteniendo al mismo tiempo el rigor y la implacable autocrítica del criticón ﬁlosóﬁco, es extremadamente difícil. En ocasiones, el resultado está próximo a la esquizofrenia, o más bien implica no sólo una disonancia en la mente, sino también en el corazón. 


			Más concretamente, el conﬂicto es el siguiente. Por una parte, toda guía moral expresada en un tema como la secesión debe cumplir dos condiciones: ha de ser razonablemente concreta y ha de justiﬁcar sus recomendaciones con argumentos ampliamente accesibles, que no convenzan únicamente a los colegas que compartan las profundas creencias ﬁlosóﬁcas propias. Es decir, hay que decir algo signiﬁcativo desde el punto de vista normativo sobre el tema sin resolver previamente todos los problemas fundamentales de la teoría moral para satisfacción de los ﬁlósofos morales profesionales. La única forma sensata de hacerlo es partiendo de principios y valores morales ampliamente aceptados y tratando de desarrollar nuevas directrices útiles, formulándolos y perfeccionándolos cuidadosamente, articulando sus interconexiones e implicaciones y modiﬁcando, mejorando, e incluso descartando algunos de ellos si es necesario. Los principios en cuestión proceden de la moral que emana del sentido común, de puntos de acuerdo entre las principales tradiciones éticas, tanto religiosas como laicas, y del más sólido y provechoso núcleo del derecho, especialmente del derecho consuetudinario, entendido como la encarnación de técnicas de razonamiento práctico para tratar los conﬂictos  de  intereses, desarrolladas y perfeccionadas durante muchas generaciones.7 


			Por otra parte, para el criticón ﬁlosóﬁco, nada de esto es suﬁciente. Exigirá algo más ambicioso, más fundamental y más intelectualmente autosuﬁciente. ¿Por qué depender de tradiciones éticas o legales; o, más concretamente, por qué depender de una tradición y no de otra? Sin duda, una visión acertada sobre la secesión debe proceder de teorías adecuadas de justicia distributiva y obligación política y, en última instancia, de una adecuada teoría metaética, una teoría que explique la naturaleza del discurso moral y ofrezca una explicación acerca de lo que en deﬁnitiva convierte en válido un juicio o principio moral.  


			Al hacer una presentación informal de mi obra sobre la secesión ante un pequeño grupo de ﬁlósofos y expertos en ciencia política, tuve que enfrentarme a estas exigencias de manera extrema, casi caricaturesca. Un ﬁlósofo (un lógico, no un ﬁlósofo moral) me pidió que formulase mi «teoría» de la secesión completando la frase «La secesión está justiﬁcada moralmente si y sólo si _______», con una lista de condiciones necesarias y suﬁcientes, 1, 2, 3, etc. Mi respuesta, un tanto gruñona, fue que dudo que alguien pudiera completar la frase de manera verosímil sobre prácticamente ningún tema moral complejo. Por ejemplo, ¿es realmente razonable pensar que alguien pudiera decir que «matar a otro ser humano está justiﬁcado moralmente si y sólo si 1, 2, 3»? A menudo, lo máximo a lo que se puede aspirar es a aportar algunas de las condiciones necesarias y algunas de las suﬁcientes. 


			Un experto en ciencia política de aquel mismo grupo manifestó sin disimulo su indignación diciendo que mi tratamiento del tema no conseguía dejar claro en qué (¡única!) regla de decisión moral fundamental me basaba. ¿Se trataba del utilitarismo (maximización de la utilidad global), del principio maximin  (elegir la opción que produzca el resultado menos malo), del principio libertario del derecho a la propiedad privada, o de qué? Mi reacción a esta pregunta no fue tanto de irritación como de asombro. Creo que actualmente la mayoría de los ﬁlósofos morales coinciden en que no existe un único principio maestro (¡y seguro que no lo es ninguno de los mencionados!) que constituya una base verosímil para todas las decisiones morales. Además, la misma preocupación acerca de la arbitrariedad de los puntos de partida que llevan al ﬁlósofo criticón a cuestionar el hecho de depender de entrada de principios morales basados en el sentido común, es aplicable igualmente a los grandes principios «fundamentales». Ninguno de ellos ha demostrado ser excepcionalmente racional o excepcionalmente adecuado en ningún caso. 


			Así pues, por tres razones distintas empiezo in media res  —en medio de algunas de las perspectivas morales que considero más comúnmente aceptadas y menos controvertidas— en lugar de tratar de desarrollar una teoría ética fundamental para luego aplicarla a la secesión. En primer lugar, ni yo ni nadie está en posesión de una teoría moral válida única y plenamente desarrollada en sentido amplio (o al menos no de una suﬁcientemente sustancial y concreta como para que nos exponga algo verdaderamente interesante sobre la secesión). En segundo lugar, incluso en el caso de que dispusiéramos de tal teoría, ésta sería inaccesible —y, estoy seguro, de muy poco interés— para la mayoría de las personas interesadas en los conﬂictos sobre secesión y que podrían desempeñar algún papel a la hora de dirimir las controversias. Por último, me preocupa especialmente la relación entre liberalismo y secesión, tanto a causa de mi predilección por dicha ideología, como porque las ideas liberales recorren el actual paisaje político internacional. Por consiguiente, parece bastante lógico basarse, al menos inicialmente, en creencias morales sustantivas y modelos argumentales que forman parte de la tradición liberal general en el campo de la ética, la política y el derecho. 


			No cabe duda de que habrá quien me acuse de ser tendenciosamente liberal. Más concretamente, puede que se presuma que el empleo de modelos argumentales propios del liberalismo me sitúa en el individualismo, contrario a lo que une una serie de escuelas de pensamiento por otro lado diversas, que van desde el marxismo al comunitarismo, pasando por el deconstruccionismo y la teoría crítica. Además de su oposición al individualismo liberal, lo que une a estas ideologías tan diferentes es la considerable falta de claridad sobre lo que es el individualismo, su incapacidad para articular una alternativa verosímil y la ausencia de argumentos convincentes que demuestren de manera precisa cómo el énfasis liberal en los derechos civiles y políticos individuales está necesariamente relacionado con el tipo o los tipos de «individualismo» que son inaceptables.8 


			Sin embargo, en lugar de tratar de defender el liberalismo, quiero hacer hincapié en que este libro pueda verse como una crítica fundamental al liberalismo al menos en tres sentidos. En primer lugar, argumento a favor de ciertos derechos colectivos incluyendo el derecho a la secesión; y lo que se entiende habitualmente por liberalismo, y no sólo por aquellos que lo critican a causa de su «individualismo», sino también por algunos de sus defensores, reconoce únicamente derechos individuales. En segundo lugar, sostengo que las razones para oponerse justiﬁcadamente a la autoridad política son más amplias de lo que el liberalismo suele admitir: la revolución o la secesión pueden justiﬁcarse como intentos de aliviar injusticias diferentes de las que consisten en la vulneración de derechos individuales. Concretamente, en el capítulo 2 demuestro que un grupo puede oponerse al estado por la fuerza si es víctima de una redistribución discriminatoria; es decir, si las políticas ﬁscales o los modelos impositivos provocan sistemáticamente desventajas en dicho grupo y ventajas en otros, en caso de que no exista una justiﬁcación moral sólida para esta diferencia de trato. En tercer lugar, arguyo que, bajo determinadas condiciones, la secesión de un grupo está justiﬁcada si es necesaria para la preservación de su cultura propia o su forma de vida comunitaria. Cada una de estas conclusiones es un claro punto de partida de lo que a menudo se considera un aspecto central del individualismo liberal: la preocupación exclusiva por los derechos individuales y la consecuente ignorancia de la importancia de la comunidad y de la pertenencia al grupo para el bienestar y la identidad misma del individuo. 


			Por tanto, si se me quiere imputar de manera convincente el cargo de «individualismo» habrá que demostrarlo. Mis críticos tendrían que especiﬁcar el sentido en que la opinión desarrollada en este libro es individualista y qué parte de ese individualismo (en el mejor de los casos bastante atenuado) es defectuosa. Más concretamente, tendrán que demostrar que existe alguna incoherencia o algún otro defecto en la idea de un marco político-moral que incluye tanto derechos individuales como colectivos. En los capítulos 2 y 5 deﬁendo de manera constructiva un enfoque mixto, argumentando que la interpretación más verosímil de lo que son los derechos evidencia que existen tanto derechos individuales como colectivos. Sostengo asimismo que es posible una justiﬁcación «individualista» de los derechos colectivos, pero que la idea relevante de individualismo es completamente inocua y que, más que negar, aﬁrma el valor y la centralidad de la comunidad en las vidas de las personas. 


			Preﬁero pensar que el presente volumen deﬁende una modiﬁcación signiﬁcativa del liberalismo, recortando sus elementos excesivamente individualistas. No obstante, no pondría grandes reparos si alguien lo viese como un rechazo al liberalismo, siempre y cuando entendiese que no se trata de una repulsa a los derechos asociados a dicha teoría, sino de un intento de complementarlos. 


			Esto no signiﬁca, sin embargo, que lo que viene a continuación sea neutral ante las disputas entre las posturas liberales y antiliberales. Aun cuando exponga críticas fundamentales sobre algunos elementos del liberalismo, al menos en algunas de sus formas, el marco de argumentos y valores que utilizo está claramente más próximo al liberalismo que a cualquier otra postura. No me excuso por ello, ya que creo que el liberalismo, con todas sus imperfecciones, ofrece más fuentes de orientación normativa sensible y sistemática para estudiar las instituciones políticas que otros sistemas, cuyo atractivo radica habitualmente en su imprecisión y en su rechazo categórico a adoptar posiciones claras sobre temas concretos. 


			Dentro de estas limitaciones, he intentado alcanzar un equilibrio razonable entre los dos papeles ﬁlosóﬁcos en liza. Una prueba evidente de que no he pasado por alto del todo ni al criticón ni a la guía práctica es que algo de lo que hablaré no satisfará a los partidarios de ninguna de las dos posturas. Lo admito, pero sólo le pido al lector que tenga en cuenta que la tarea que nos ocupa es indiscutiblemente la de lograr un equilibrio entre los dos puntos de vista. 


			

			 



			ALLEN BUCHANAN 


			

	    

	 	
	    
            

			


			1 


			

			


			LOS PROBLEMAS DE LA SECESIÓN 


			

			


			Salvaría la Unión… Mi objetivo primordial en esta lucha es salvar la Unión, y no es ni salvar ni destruir la esclavitud. Si pudiera salvar la Unión sin liberar a ningún esclavo, lo haría; y si la pudiera salvar liberando a todos los esclavos, lo haría; y si lo pudiera hacer liberando a algunos y dejando cautivos a otros lo haría también. Lo que hago por la esclavitud y por la raza negra lo hago porque creo que contribuye a salvar la Unión. 


			ABRAHAM LINCOLN1 


		


			


			La necesidad práctica de una teoría de la secesión 


			

			


			Al valorar la aﬁrmación de Lincoln de que su principal preocupación era salvar la Unión, nuestro respeto reverencial ante su grandeza moral debería verse atenuado por la consternación causada por el hecho de que estuviera dispuesto a mantener un artiﬁcio humano, una unión política con menos de cien años de antigüedad, aun a costa de la muerte y destrucción que fuera necesaria, e incluso si ello suponía tener que hacer un trato con quienes poseían a otros seres humanos. No podemos eludir la incómoda pregunta: si la esclavitud no hubiese estado en tela de juicio, ¿qué justiﬁcación habría tenido la conducta de Lincoln? ¿Y cómo habría servido la abolición de la esclavitud, cosa que ni siquiera fue un objetivo de la guerra por parte del Norte hasta el ﬁnal del conﬂicto, para justiﬁcar el inicio de la guerra cuyo objetivo primordial era mantener al Sur dentro de la Unión? 


			La mayoría de los estadounidenses probablemente consideran que nuestra guerra civil no fue más que una guerra contra la esclavitud. Tal vez carecemos de la sangre fría de Lincoln para separar sin remilgos el tema de la esclavitud del de la secesión. La esclavitud es una abominación de tal calibre que su mero planteamiento tiende a sepultar el tema de la secesión. 


			Hoy en día nos enfrentamos al problema de la secesión en un contexto muy diferente; de hecho, en varios contextos diferentes. Las recientes exigencias de reformas políticas y económicas en Europa Central y la Unión Soviética se han intensiﬁcado en algunos casos hasta convertirse en exigencias de secesión o, como mínimo, del reconocimiento oﬁcial del derecho a la independencia en las Repúblicas Bálticas, Yugoslavia, Ucrania, Georgia y Armenia. En Sudáfrica se discute si un federalismo postapartheid sería capaz de dar cabida a la extraordinaria diversidad racial, étnica y tribal del país, y si una nueva Constitución debería reconocer el derecho a la secesión.2 Mientras escribo estas líneas, la provincia de Quebec parece más cerca que nunca de la separación de Canadá. 


			Hay quien considera este impresionante rosario de movimientos secesionistas como
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